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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 02
               Enero 28 y 29 de 2014

 


La obligaciones internacionales que el Estado colombiano asume en el marco de la OCDE de lucha contra la elusión y la evasión tributaria, se ajustan a los principios del derecho internacional reconocidos en la Constitución Política y respetan la soberanía nacional y los derechos de las personas      
	 IV.  EXPEDIENTE LAT-415    -   SENTENCIA C-032/14  (Enero 29)
        M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo


1.
Norma revisada

LEY 1661 DE 2013 (16 de julio), por medio de la cual se aprueba la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal”, hecha por los depositarios, el 1º de junio de 2011, aprobada por el Consejo de Europa y los países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE)

2.
Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE la Ley 1661 de 2013 “por medio de la cual se aprueba la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal”, hecha por los depositarios, el 1º de junio de 2011, aprobada por el Consejo de Europa y los países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal, hecha por los depositarios, el 1º de junio de 2011, aprobada por el Consejo de Europa y los países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).

3.
Síntesis de los fundamentos 

Examinado el trámite surtido en el Congreso de la República por el proyecto que se convirtió en la Ley 1661 de 2013, la Corte verificó el cumplimiento cabal de las etapas, requisitos y procedimiento exigidos por la Constitución y el Reglamento del Congreso, por lo cual esta ley fue declarada exequible en cuanto se relaciona con los aspectos formales. 

Por otra parte, la Corporación encontró que la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal”, aprobada por el Consejo Europeo y los países miembros de las OCDE, se orienta a propósitos constitucionalmente admisibles en el ordenamiento colombiano. En particular, la lucha contra las prácticas de la elusión y la evasión tributaria en una economía internacional con jurisdicciones de baja o nula tributación ha conducido a que en el concierto internacional, organismos de carácter multilateral como la OCDE conciban instrumentos que ataquen tales actividades lesivas del fisco.   

En ese sentido, la Convención estudiada apunta a lograr la asistencia administrativa entre los Estados Partes y consagra tres mecanismos básicos de asistencia cuales son: el intercambio de información, la asistencia para el cobro de créditos fiscales y el traslado y notificación de documentos. El Tribunal Constitucional encontró que el Convenio Internacional incorpora cláusulas que reservan los derechos de las personas y respetan el principio de soberanía en el marco de las relaciones internacionales establecido en el artículo 9 de la Constitución. Así mismo, observó que el principio de reciprocidad estipulado en el artículo 226 de la Carta, se haya presente en las diversas disposiciones del instrumento, al mismo tiempo que advirtió que tales medidas, en especial, las que tienen que ver con el intercambio de información, deben atender los principios del manejo de datos personales, avalados en su constitucionalidad en otros procesos. 

Para la Corte, las medidas encaminadas a combatir las censurables prácticas de la elusión y la evasión tributaria, tienen asidero constitucional en el deber de las personas de contribuir al financiamiento de los gastos del Estado dentro de conceptos de justicia y equidad, tal como lo preceptúa el numeral 9 del artículo 95 del texto superior. Advirtió, que diversas medidas contempladas en el Convenio, realizan los principios de eficacia y economía exigibles al ejercicio de la función pública tal como lo ordena el artículo 209 de la Constitución Política. La revisión de diversas cláusulas destinadas a implementar el Tratado, permitió establecer que se ajustaban a los principios del derecho internacional aceptados por Colombia. 

 4. 
Aclaración de voto
La magistrada María Victoria Calle Correa se reservó una aclaración de voto en relación con los anexos a los que se remite en la Convención examinada, los cuales no tuvo a su disposición ni el Congreso ni la Corte para su revisión.   
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Presidente 
